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2. El primero de tales defectos no puede por si sólo elevarse a obs-
táculo que impida la inscripción pretendida si, tal como resulta de la
nota de calificación, no existe duda sobre la identidad de la finca. El
hecho de que ésta aparezca en el Registro constituida en régimen de pro-
piedad horizontal, dando lugar a tres fincas que en su conjunto integran
el total edificio cuya propiedad se declara en la sentencia, no sería óbice
para la inscripción de la resolución judicial que declara el dominio de
la finca total si las mismas figurasen inscritas a nombre de los demandados,
cabiendo incluso la inscripción parcial respecto de aquellas entidades en
que se diera tal circunstancia, dejando a salvo, no obstante, otros derechos
inscritos sobre ellas a favor de terceros.

Pero desde el momento en que el dominio de tales fincas aparece ins-
crito a nombre de terceras personas que no han sido parte en el pro-
cedimiento, segundo y fundamental de los defectos de la nota recurrida,
sin que la demanda aparezca anotada preventivamente en el Registro (cfr.
artículo 69 de la Ley Hipotecaria), no cabe en base a la elemental exigencia
del tracto sucesivo registral (cfr. artículo 20 de la misma Ley), acceder
a tal pretensión. Como ha reiterado este Centro Directivo (cfr. por todas
la Resolución de 13 de febrero de 1992), el respeto a la función juris-
diccional que corresponde en exclusiva a los Jueces y Tribunales, con
la obligación de cumplir sus resoluciones y colaborar en la ejecución de
lo resuelto (cfr. artículos 117 y 118 de la Constitución Española) se impone
de un modo especial a todas las autoridades y funcionarios públicos, y
por tanto a los Registradores de la Propiedad, con relación a aquellas
que hayan ganado firmeza y sean ejecutables de acuerdo con las leyes
(cfr. artículo 17.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial). No obstante,
ni siquiera las resoluciones judiciales pueden entrar automáticamente en
el Registro sin pasar por el tamiz de la calificación registral, si bien aquellas
obligaciones de cumplimiento y colaboración imponen límites al Regis-
trador a la hora de la calificarlas (cfr. artículo 100 del Reglamento hipo-
tecario). Y entre los extremos sujetos a calificación destaca, en cuanto
suponga un obstáculo que surja del propio Registro, la comprobación de
que el titular registral que pueda verse afectado por la inscripción o ano-
tación de la resolución judicial ha tenido en el procedimiento la inter-
vención prevista en la ley en las condiciones exigidas, según el caso, evi-
tando así que pueda sufrir en el propio Registro las consecuencias de
una indefensión procesal, y en este sentido, como una manifestación más
del derecho constitucional a la tutela judicial efectiva —artículo 24 de la
Constitución, encuadrado entre los derechos fundamentales y libertades
públicas de la Sección primera de su capítulo II— debe ser entendida dicha
exigencia a tenor del citado artículo 100 en congruencia con los artículos
1.3, 20 y 40 de la Ley, sin que ello implique extralimitación alguna en
el ejercicio de aquella función.

Esta Dirección General ha acordado estimar parcialmente el recurso
revocando el auto apelado en cuanto confirmó el primero de los defectos
de la nota recurrida, que ha de revocarse, desestimándolo en cuanto al
resto y confirmarse dicho auto en todo lo demás.

Madrid, 6 de abril de 2000.—El Director general, Luis María Cabello
de los Cobos y Mancha.

Excmo. Sr. Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Canarias.

9083 RESOLUCIÓN de 7 de abril de 2000, de la Dirección General
de los Registros y del Notariado, en el recurso gubernativo
interpuesto por el Notario de Barcelona, don José Javier
Cuevas Castaño, contra la negativa del Registrador de la
Propiedad de Granollers número 3, don Antonio Cumella
Gaminde, a inscribir una escritura de constitución de ser-
vidumbre, en virtud de apelación del señor Registrador.

En el recurso gubernativo interpuesto por el Notario de Barcelona,
don José Javier Cuevas Castaño, contra la negativa del Registrador de
la Propiedad de Granollers número 3, don Antonio Cumella Gaminde, a
inscribir una escritura de constitución de servidumbre, en virtud de ape-
lación del Sr. Registrador.

Hechos

I

El 29 de abril de 1996, mediante escritura pública otorgada ante el
Notario de Barcelona, don José Javier Cuevas Castaño, los titulares de
dos predios contiguos constituyeron servidumbres recíprocas, cuyas carac-
terísticas se describen el Fundamento de Derecho 1.o

II

Presentada copia de la citada escritura en el Registro de la Propiedad
de Granollers número 3, fue calificada con la siguiente nota: «Se deniega
la inscripción de la precedente escritura por observarse el siguiente defecto:
Imposibilidad legal de encuadrar los derechos reales articulados en la
misma bajo el esquema de servidumbres prediales, dado que el cúmulo
y contenido de las utilidades —actuales o potenciales— que transfieren
los citados derechos absorben prácticamente la integridad del goce o apro-
vechamiento correspondiente a la parte de las fincas sobre las que recaen,
generando, en consecuencia, una verdadera extensión dominical «de facto»
de los predios dominantes sobre las porciones físicas colindantes. Exten-
sión que incluso podría acontecer «de iure» por el mero transcurso del
tiempo (en virtud de la posible prescripción adquisitiva de los artículos
347 del Decreto Legislativo 1/1984, de 19 de julio, que aprobó el Texto
Refundido de la Compilación de Derecho Civil de Cataluña, y 1959 del
Código Civil), ya que, en todo momento la posesión deviene en concepto
de «vero domino», pública, pacífica e ininterrumpida —máxime teniendo
en cuenta la duración estipulada—, y todo ello sin acudir al procedimiento
legalmente establecido, que exigiría sendas segregaciones y transmisiones
de dominio (artículo 6,4.o del Código Civil). Admitir la solución escriturada
equivale a traspasar los límites de la autonomía privada en la constitución
de los derechos reales, pues el sistema de «numerus apertus» que ampara
nuestra legislación (artículos 2 de la Ley Hipotecaria y 7 de su Reglamento)
está condicionado al cumplimiento de una serie de presupuestos nece-
sarios, cuya falta de verificación vicia la creación de aquéllos. Así: En
primer lugar, deben ajustarse al filtro natural que impone el artículo 1.255
del Código Civil, leyes, moral y orden público. Y el artículo 4 de la Ley
13/1990, de 9 de julio, de la Acción Negatoria, Inmisiones, Servidumbres
y Relaciones de Vecindad, conceptúa la servidumbre como «derecho real
que grava parcialmente a un inmueble en beneficio de otro»; noción ésta
que aleja las figuras convencionalmente nominadas como «servidumbres
atípicas, recíprocas, prediales y temporales» de la estructura imperativa
de toda servidumbre como gravamen de aprovechamiento parcial, idea
que remarca la Dirección General de los Registro y del Notariado, en Reso-
lución de 14 de mayo de 1984, al condicionar la creación de servidumbres
prediales, sobre la base del principio de la autonomía de la voluntad,
al hecho de que «no contravengan la Ley». En segundo término, deben
observarse las pautas derivadas del principio de especialidad o determi-
nación (artículos 9 de la Ley Hipotecaria y 41 de su Reglamento). Principio
que se quebranta por la confusa naturaleza de las facultades que deben
tolerar los predios sirvientes, de manera especial, las referidas a «espacio
de desahogo» o «esparcimiento» del fundo dominante. Lo expuesto evi-
dencia, en definitiva, la inadecuación del título causal documentado, reflejo
de la discordancia existente entre la realidad interna pretendida y la forma
externa elegida para ello (artículo 1.276 del Código Civil). Los contornos
de los derechos que se desean, constituir precisan de un título material
distinto, de configuración y requisitos coherentes con la finalidad que
se persigue, y tratamiento tributario diverso. La índole del defecto impide
la práctica de la anotación preventiva de suspensión (artículo 65 de la
Ley Hipotecaria). La presente nota se extiende a petición del presentante,
una vez comunicada verbalmente la calificación en ella contenida (que
incluye otros defectos subsanables), y contra la misma cabe interponer
recurso gubernativo en el plazo de cuatro meses desde su fecha, ante
el excelentísimo señor Presidente del Tribunal Superior de Justicia de
Cataluña, en los términos que resultan de los artículos 66 de la Ley Hipo-
tecaria y 112 y siguientes del Reglamento para su ejecución. Plazo de
vigencia del asiento de presentación: Hasta el día 10 de marzo de 1997.
Granollers, a 27 de diciembre de 1996. El Registrador de la Propiedad.
Fdo. Antonio Cumella Gaminde».

III

El Notario autorizante de la escritura interpuso recurso gubernativo
contra la anterior calificación, y alegó: 1. Que el Registrador en su cali-
ficación involucra una serie de temas que se pueden calificar de colaterales.
2. Que frente a las apreciaciones que se reflejan en la nota se estima:
Que los derechos reales configurados en la escritura calificada no traspasan
el ámbito conceptual ni legal de los iura ni re aliena y, más concreto,
de las servidumbres prediales, por lo que son compatibles con el derecho
de dominio, en cuanto que no agotan sino que simplemente restringen
el contenido normal del dominio de que son meramente limitativos. Que
las limitaciones o retracciones establecidas no sólo son conceptualmente
posibles, al amparo de la autonomía de la voluntad, sino que están legal-
mente previstas, pudiéndose citar los artículos 350 y 388 del Código Civil,
los cuales, dejando a salvo las restricciones derivadas de las servidumbres,
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reconocen derechos del propietario tales como realizar obras, plantaciones
y excavaciones o bien cerrar o cercar propiedades, poniendo así de mani-
fiesto que tales utilidades, que normalmente forman parte del contenido
del dominio, pueden excluirse y transferirse por vía de constitución de
servidumbres sin que ello desnaturalice el concepto del derecho de dominio
o propiedad. Que la configuración de tales derechos al no confrontar con
norma alguna de carácter imperativo, es perfectamente posible al amparo
del artículo 1.255 del Código Civil y del 594 del mismo cuerpo legal, los
cuales no se han vulnerado en la escritura. Que los derechos reales con-
figurados no necesitan acogerse, para poder acceder al Registro, al sistema
de «numerus apertus» por tratarse de derechos nominados citados entre
los derechos inscribieres (artículo 2.2.o de la Ley Hipotecaria) aunque nece-
sitados de una delimitación que, según el artículo 51 del Reglamento Hipo-
tecario, sirva para dar a conocer la extensión del derecho que se inscriba,
extremo de particular importancia cuando se trata de servidumbres, ya
que éstas son derechos reales configurados por la ley en su estructura
fundamental con libre determinación de su contenido, por lo que más
de que servidumbres atípicas se deber hablar de servidumbres de contenido
atípico y en tal sentido debe entenderse la doctrina de la Dirección General
de los Registros y del Notariado. 3. Que la clave de este recurso, ha
de buscarse en la noción misma del derecho real de servidumbre en cuanto
derecho real que atribuye un poder limitado y concreto sobre fundo ajeno.
Que no otra cosa significa la definición contenida en el artículo 4 de la
Ley 13/1990, de 9 de julio, de Cataluña. Que la cuestión se limita a dilucidar
el sentido de la expresión «parcialmente» contenida en la definición legal
de dicho artículo. Que a este respecto conviene recordar que las limi-
taciones al derecho de propiedad configuradas en la escritura calificada
no afecta total, sino parcialmente, a las fincas implicadas, que se configuran
con carácter temporal. Que las utilidades transferidas por vía de servi-
dumbre no agota el contenido normal del derecho de dominio y no absorben
ni siquiera «de facto» el contenido pleno de dicho derecho, sino que nos
encontramos ante un gravamen parcial que ni afecta a toda la finca, ni
para siempre por lo que las servidumbres constituidas son compatibles
con el derecho de dominio y se mantienen en los límites de los derechos
reales limitados y limitativos. Que buena prueba de que los derechos con-
formados en la escritura no son sustitutivos del derecho de propiedad,
ni siquiera fracciones del mismo, es que estos derechos carecen de la
elasticidad que los tratadistas modernos predican como característica esen-
cial del derecho de dominio. 4. Que el señor Registrador tiene una peculiar
noción de la posesión en concepto de dueño que exige el artículo 342
de la Compilación como presupuesto del usucapion de inmuebles, en plena
coincidencia con el artículo 447 del Código Civil. Que no se alcanza a
entender como los actos posesorios amparados en el título constitutivo
de la servidumbre pueden ser aptos para prescribir. 5. Que el propio
texto de la escritura calificada parece lo suficientemente explícito como
para perfilar el contenido de las servidumbres constituidas y para satisfacer
las exigencias del principio de especialidad o determinación. 6. Que res-
pecto a la expresión «dicha utilización será exclusiva y excluyente a favor
de los propietarios del predio dominante», parece conveniente hacer ciertas
matizaciones para evitar que pudiera ser interpretada como contrarias
a la expresión «parcialmente» que utiliza el artículo 4 de la Ley 13/1990,
por lo que interesa destacar: que sólo se predica el carácter exclusivo
y excluyente respecto a las utilidades transferidas por vía de servidumbre
y que tal exclusividad no sólo tiene el sentido que reconoce el artículo 8
de la Ley 13/1990, sino que también cierra el paso a la participación
del propietario del predio sirviente a la utilidades cercenadas por vía
de la servidumbre, lo cual es perfectamente posible tanto en el derecho
catalán (artículo 10,3 de la Ley) como en el Código Civil (artículo 544
párrafo segundo).

IV

El Registrador de la Propiedad, en defensa de la nota, informó: 1. Que
parece olvidar el Notario recurrente que la función calificadora, presu-
puesto del principio de legalidad y garantía de la seguridad del tráfico
jurídico inmobiliario, limita su ámbito a determinar si legalmente procede
o no practicar el asiento solicitado. 2. Que en la escritura calificada se
recurre a la figura de la servidumbre predial para disfrazar el verdadero
efecto perseguido de la transmisión de la práctica totalidad de las facul-
tades inherentes al derecho de propiedad, pues estima el Notario recurrente
que las facultades mencionadas en los artículos 350 y 388 del Código
Civil son utilidades que pueden transferirse por vía de constitución de
servidumbre. Este no es el parecer de la Resolución de 27 de octubre
de 1947. 3. Que no es posible flanquear la viabilidad del derecho en
cuestión mediante cauces contrapuestos y excluyentes. Que la presencia
de derechos reales nominados no conlleva necesariamente derechos reales

típicos. Es decir, los derechos reales acceden al Registro, o bien porque
son «típicos» (y lógicamente nominados) o bien porque siento «atípicos»
(«nominados» o no) justifican el cumplimiento de los presupuestos exigidos
para gozar del sistema de «numerus apertus». El derecho articulado en
la escritura ni es «típico» ni acredita el cumplimiento de los citados pre-
supuestos. 4. Que se transgreden los límites institucionales del artículo
1255 del Código Civil, y su aplicación concreta del art 594 del mismo
Cuerpo legal. 5. Que se trata, en conclusión, de decidir si lo constituido
notarialmente, es o no servidumbre. Que el haz de facultades de que hace
gala el predio dominante constituye una verdadera antítesis de la letra
y espíritu que difunde la Ley en su expresión «parcialmente», adverbio
que modaliza el gravamen, no el inmueble. Que poco importa que los dueños
de los respectivos predios mantengan sus respectivas facultades de dis-
posición. En la figura que es objeto de este debate el propietario del domi-
nante si dispone de éste también transmite el total elenco de facultades
dominicales que tiene sobre una parte del sirviente y cuyo dueño, sí dispone
del mismo, está transmitiendo una finca en la que existe una porción
respecto de la que prácticamente no se tiene facultad alguna. 6. Que
no es concebible la compatibilidad del derecho creado, por un lado, y
la propiedad como tal en manos del titular del predio sirviente, por otro.
Que el dominio, como tal dominio, sólo aparece formado en el cúmulo
de aprovechamientos del titular de la heredad dominante y no en el titular
del fundo sirviente, cuyo etéreo contenido ejercitable vacía de significado
dominical su eventual disposición. Que es especialmente significativa la
Resolución de 27 de octubre de 1947. 7. Que se cercena el principio
de especialidad o determinación (artículos 9 de la Ley Hipotecaria y 51
del Reglamento Hipotecario). Que debe tenerse en cuenta lo que dicen
las Resoluciones de 18 de octubre de 1991 y 6 de noviembre de 1996.
8. Que e infringe la necesidad de documentar el título causal adecuado
(artículos 1261.3.o, 1275 y 1276 del Código Civil, artículo 18 de la Ley
Hipotecaria). Que la Resolución de 30 de junio de 1987 es concluyente
en sus pronunciamientos. 9. Que aun siendo apreciable que toda posesión
que no se realiza a título de dueño no es apta para la prescripción adqui-
sitiva (artículos 447 del Código Civil y 342 de la Compilación), no lo es
menos que en el presente supuesto. 10. Que un simple análisis del negocio
configurado demuestra que el fin práctico perseguido es la transmisión
dominical por título de permuta, lo que exigiría previamente la segregación
de las porciones afectadas. Que, en virtud de todo lo anterior puede afir-
marse que: a) Que lo que constituye el objeto del debate no es determinar
los límites de la autonomía privada en la configuración de los derechos
sino fijar los requisitos necesarios para que aquéllos puedan acceder al
Registro, órgano de publicidad y garante de la seguridad jurídica; b) Las
pretendidas servidumbres agotan prácticamente todas las utilidades del
predio sirviente; c) El principio hipotecario de especialidad quedaría
totalmente cercenado de aceptar a registración el contenido de la escritura
calificada; d) Se carece de título causal adecuado; e) En el ejercicio
de la pretendida servidumbre, cada propietario actuará de seguro en con-
cepto de dueño con respecto a la parte afectada del predio colindante;
f) Que la figura que nos ocupa no es más que el molde para disfrazar
el verdadero fin perseguido, cual es el de transmisión del dominio (eso
sí reservándose el transmitente el derecho al tesoro oculto).

V

El Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña revocó
la nota del Registrador fundándose en la procedencia de la inscripción
indebidamente denegada por contemplarse en la escritura pública en cues-
tión verdaderos derechos y obligaciones que pueden dar contenido a ser-
vidumbres prediales atípicas constituidas sobre fundos contiguos, sin mer-
ma de las recíprocas facultades dominicales y sin que se hallen en con-
tradicción alguna con el artículo 594 del Código Civil, que, antes bien,
procura y apoya su establecimiento sobre la autonomía de la voluntad
de las partes, ni con los artículos 9 de la Ley Hipotecaria y 51 de su
Reglamento, al venir inteligiblemente determinados los límites de los gra-
vámenes que se imponen.

VI

El señor Registrador apeló el auto presidencial, manteniéndose en sus
alegaciones, y añadió: 1. Que el artículo 594 del Código Civil en ningún
caso procura o apoya figuras jurídicas tales como las que se establecen
en la escritura calificada, si no es sobre la base de una clara desviación
del derecho de servidumbre mismo y de una autonomía de voluntad mal
asimilada: a) Se transgreden los límites institucionales de los artículos
1.255 y 594 del Código Civil. En las servidumbre configuradas se ha sobre-
pasado claramente el listón del goce parcial exigido por la ley y al que
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se refiere la Resolución de 27 de octubre de 1947; b) La servidumbre
constituida no encaja en la regulación establecida por la Ley Catalana
13/1990, de 9 de julio. Que el auto no tiene en cuenta dicha Ley catalana.
2. Que no se entiende la referencia que el auto hace de los artículos
9 de la Ley Hipotecaria y 51 de su Reglamento, pues precisamente la
aplicación de tales preceptos impiden la inscripción de derechos que pre-
sentan contornos difusos o de extensión indeterminada (Resolución de
6 de noviembre de 1996). 3. Que no ha de ser obstáculo para la inscripción
la indefinición de las facultades, pues sobre estar en las medida de lo
inteligible concretadas, la interpretación de las mismas, en caso de con-
flicto, siempre correrá a cargo de los Jueces y Tribunales, sobre el fun-
damental título de la escritura pública. Tal argumento pone en tela de
juicio todo el sistema cautelar español. 4. Que no cabe adquirir la finca
por prescripción al no ser adquirida en concepto de dueño. Que se olvida
el auto de la figura denominada inversión de la posesión. Que la libertad
individual para la configuración de los derechos no supone necesariamente
la aptitud de éstos para acceder al Registro de la Propiedad. Que en con-
clusión, se entiende que de procederse a la inscripción de la escritura
calificada se daría carta de naturaleza a una nueva y revolucionaria teoría
sobre el derecho real de servidumbre, antítesis de lo que la doctrina y
la jurisprudencia han venido consolidando en el último siglo; se daría
un paso atrás en el reconocimiento de los límites de la autonomía de
la voluntad, hoy cada vez más numerosos; se conculcarían los fundamen-
tales principios hipotecarios de legalidad y especialidad; se fomentaría
la utilización del fraude de Ley; dejaría de aplicarse la Ley precisamente
aplicable: La Ley catalana 13/1990 reguladora de las servidumbres; se
avalarían las tesis de que en el sistema cautelar español el Registro de
la Propiedad no realiza función alguna y de que la seguridad jurídica
inmobiliaria puede lograrse sin su participación.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 530, 594 y 1.255 del Código Civil y 2 de la Ley
Hipotecaria y 9 de su Reglamento y Resolución de 21 de febrero de 2000.

1. Son hechos a tener en cuenta en la resolución del presente recurso
los siguientes: Los titulares de dos predios contiguos establecen sendas
servidumbres en que cada uno de los mismos son predio sirviente, a favor
del otro: Servidumbre a): «Permitirá a los propietarios del predio domi-
nante usar una zona del predio sirviente, de forma rectangular, con una
longitud de 14 metros y una anchura de 6,7 metros, y con una superficie
de 93,8 metros, dicha zona es adyacente al lindero sur del predio sirviente.
Como consecuencia de tal servidumbre se podrá destinar dicha zona a
paso, aparcamiento o a espacio de desahogo del predio dominante o de
esparcimiento o jardín, pudiendo efectuar plantaciones, pero quedando
excluida la facultad de efectuar edificaciones. Dicha utilización será exclu-
siva y excluyente a favor de los propietarios del predio dominante, que
podrán incluso delimitar la zona afectada mediante valla que la englobe
dentro del predio dominante. Esta servidumbre es temporal y se extinguirá
de pleno derecho el día 29 de abril del año 2046». Servidumbre b): «Per-
mitirá a los dueños del predio dominante usar una zona del predio sirviente,
de forma trapezoidal, con longitudes de 24 metros y de 24,20 metros,
y anchura de 3,9 metros, que hace una superficie de 93,6 metros cuadrados,
y cuya zona es adyacente al lindero norte del predio dominante. Como
consecuencia de tal servidumbre se podrá destinar la zona afectada a
jardín, desahogo, paso o esparcimiento, pudiéndose efectuar plantaciones
pero no edificaciones y, asimismo, pudiendo ubicar en ella total o par-
cialmente una piscina y ruedo de la misma. Dicha utilización será exclusiva
y excluyente a favor de los propietarios del predio dominante, que podrán
delimitar la zona afectada e incluso cercarla, englobándola en el perímetro
del predio dominante. Esta servidumbre es temporal y se extinguirá de
pleno derecho el día 29 de abril del año 2046». Como complemento de
ambas servidumbres se incorporan los respectivos planos. El Registrador
deniega por entender que las servidumbres absorben la práctica totalidad
del goce.

2. La calificación no puede sostenerse. En primer lugar, es evidente
que el aprovechamiento que se cede no agota todas las facultades del
dominio, pues el goce establecido está limitado a determinadas facultades
de los propietarios de los predios dominantes y son de carácter temporal,
por otra parte, de interpretación restrictiva, como limitaciones del dominio.
En segundo lugar, tampoco es cierto, como afirma el Registrador, que
podría darse lugar a la adquisición de la propiedad de las respectivas
porciones por usucapión, ya que en ésta es requisito esencial la posesión
en concepto de dueño.

Esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso interpuesto,
revocando la calificación del Registrador y confirmando el Auto Presi-
dencial.

Madrid, 7 de abril de 2000.—El Director general, Luis María Cabello
de los Cobos y Mancha.

Exmo. Sr. Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña.

9084 RESOLUCIÓN de 8 de abril de 2000, de la Dirección General
de los Registros y del Notariado, en el recurso gubernativo
interpuesto por don Carmelo Gómez Pérez, en nombre de
«Margadin, Sociedad Anónima», contra la negativa del
Registrador de la Propiedad de Valdepeñas, don Francisco
Delgado-Iribarren Pastor, a inscribir un exceso de cabida,
en virtud de apelación del recurrente.

En el recurso gubernativo interpuesto por el Procurador de los Tri-
bunales, don Carmelo Gómez Pérez, en nombre de «Margadin, Sociedad
Anónima», contra la negativa del Registrador de la Propiedad de Valde-
peñas, don Francisco Delgado-Iribarren Pastor, a inscribir un exceso de
cabida, en virtud de apelación del recurrente.

Hechos

I

El 18 de junio de 1993, mediante escritura otorgada ante el Notario
de Madrid, don José Luis Ålvarez Álvarez, «Patrimonios y Negocios, Socie-
dad Anónima», vendió a «Margadin, Sociedad Anónima», la finca registral
número 11.191 del Registro de la Propiedad de Valdepeñas, municipio
de Viso del Marqués, la cual se formó por agrupación de varias fincas
realizada en 5 de marzo de 1977. En la escritura citada se realiza una
rectificación de la descripción de la citada finca, consistente en relacionar
los números de polígonos y parcelas catastrales que la integran y señalar
que según medición reciente la finca tiene 545 hectáreas, 689 centiáreas,
y se expresa que aunque no figura en los títulos de adquisición, está atra-
vesada en la dirección aproximada de saliente a poniente, por la carretera
de Viso del Marqués a San Lorenzo de Calatrava y por el camino que
desde el mismo Viso conduce a Hortezuelas. Según el Registro la citada
finca tiene 434 hectáreas.

II

Presentada copia de la anterior escritura en el Registro de la Propiedad
de Valdepeñas fue calificada con la siguiente nota: «Inscrito el precedente
documento donde indican los cajetines puestos al margen de las descrip-
ciones de las fincas, pero en lo que se refiere a las descritas con los números
2, letra A y 19 letra B, sólo en cuanto a las superficies inscritas de 434
hectáreas, 67 áreas, 3 centiáreas, y de 3 hectáreas, 82 áreas, 19 centiáreas,
habiéndose suspendido la inscripción de los excesos de cabida atribuido
a dichas fincas de 111 hectáreas, 67 áreas, 3 centiáreas, y de 1 hectárea,
respectivamente, por crecer de las previas. Las fincas descritas con los
números 6, letra G y 1 y 2 letra H se han inmatriculado al amparo del
artículo 205 de la Ley Hipotecaria, con las limitaciones del art 207 de
dicha Ley y pendientes de la publicación de los edictos. Valdepeñas, 26
de agosto de 1994. El Registrador. Firma ilegible».Posteriormente mediante
instancia de 18 de julio de 1996, acompañada de la escritura referida
y de la escritura de adquisición de la finca por la sociedad vendedora
«Patrimonio y Negocios, Sociedad Anónima», la nota fue objeto de la siguien-
te corrección: «Confrontada la precedente instancia e observa que el exceso
de cabida suspendido respecto de la finca número 2, letra A es de 111
hectáreas, 1 área, 5 centiáreas y no las que constan en citada nota, la
cual rectifico en el sentido indicado. Valdepeñas, 9 de Agosto de 1996.
El Registrador. Firma ilegible». El señor Registrador en nota de la misma
fecha hizo la siguiente calificación: «Se suspende la inscripción del exceso
de cabida solicitado por existir duda fundada acerca de la identidad del
mismo, según lo dispuesto en el último inciso, párrafo 5.o del artículo
298 del Reglamento Hipotecario (Resoluciones de la Dirección General
de los Registros y del Notariado de 26 de enero de 1995, 12 de febrero
de 1981 y 9 de mayo de 1961)».

III

El Procurador de los Tribunales, don Carmelo Gómez Pérez, en nombre
de «Margadín, Sociedad Anónima», interpuso recurso gubernativo contra


